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Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 13001-33-33-008-2020-00024-00 

Demandante/Accionante COOINTRACAR  

Demandado/Accionado DISTRITO DE CARTAGENA 

 
EL ANTERIOR PROCESO SE FIJA EN LISTA POR EL TERMINO LEGAL DE UN (01) DIA 
(ARTS. 110 DEL CGP) JUEVES NUEVE (09) DE JULIO DE DE DOS MIL VEINTE (2020) Y SE 
DEJA EN TRASLADO A LAS PARTES POR TRES (03) DIAS (ART 244 CPACA NUMERAL 2), 
EL MEMORIAL DE FECHA SIETE (07) DE JULIO DE 2020, POR MEDIO DEL CUAL EL 
APODERADO DE LA PARTE DEMANDADA INTERPONE RECURSO DE APELACION EN 
CONTRA DEL AUTO DEL TRECE (13) DE MARZO DE DOS MIL VEINTE (2020) POR MEDIO 
DEL CUAL SE DECRETO UNA MEDIDA CAUTELAR._ 

 
 
EMPIEZA EL TRASLADO: VIERNES 10 DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020) A LAS OCHO 
DE LA MAÑANA (08:00 A.M.). 
      
 
VENCE TRASLADO: MARTES 14 DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020) A LAS OCHO DE LA 
MAÑANA (08:00 A.M.). 

 
 
 

 
YADIRA E. ARRIETA LOZANO 

Secretaria 
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Señor 
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 
La Ciudad 
 
 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 
13-001-33-33-008-2020-00024-00 

Demandante 
COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE DE 

CARTAGENA-COOINTRACAR 

Demandado 
DISTRITO DE CARTAGENA 

 
 
ALEXANDRA MUÑOZ AVENDAÑO, mayor de edad,  identificada  civil  y profesionalmente 

como aparece al pie de mi firma, domiciliada y residente en Cartagena (Bol), actuando en mi 
condición de apoderada  especial del DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA 
DE INDIAS, conforme al poder que reposa en el expediente, dentro de la oportunidad procesal 
correspondiente, INTERPONGO RECURSO DE APELACIÓN1  contra el auto de fecha 13 de 
marzo del 2020, mediante el cual se decretó la siguiente medida cautelar: 
 

“(…) 
RESUELVE: 

 
“PRIMERO: CONCEDER la solicitud de medida cautelar deprecada por la parte 
demandante, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este auto. 
 
SEGUNDO: Consérvese el statu Quo de la ruta de la salud o ruta Campestre- Castillo, 
en consecuencia, se le ordena al DISTRITO DE CARTAGENA y al DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE CARTAGENA, que de manera 
provisional expidiendo la tarjeta operación a los buses relacionados en la demanda, 
mientras se desata el fondo de este proceso a través de una sentencia, permita y 
garantice a la empresa de transporte COOINTRACAR seguir prestando el servicio 
público de transporte en esta ruta, en la misma modalidad y bajo las mismas condiciones 
en que ha venido desarrollando esta labor. 

 
(…)” 

                                                 
1 ARTÍCULO 243. APELACIÓN. Son apelables las sentencias de primera instancia de los Tribunales y de los 
Jueces. También serán apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia por los jueces 
administrativos: 
 
(…) 
 
2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los incidentes de responsabilidad y desacato en ese mismo 
trámite”. 
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TEMPORALIDAD DEL PRESENTE ESCRITO 
 
El término para pronunciarnos, se extiende hasta el día de hoy, martes 7 de julio de 2020, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo 2 encontrándonos dentro de la oportunidad legal para 
interponer el presente recurso de apelación, toda vez que el auto de fecha 13 de marzo del 
2020, fue notificado por estado electrónico el día 2 de julio de 2020. 
 
 

ARGUMENTOS DEL RECURSO 
 
En el acápite denominado “De la apariencia de buen derecho” el juez  cita  sentencias de la 
Corte Constitucional  y normas establecidas en la  Ley 105 de 1993 para enfatizar en el hecho 
de que la operación del transporte público es un servicio público, “indispensable para la vida en 
sociedad y en particular para las relaciones económicas”. 

 

El aquo, enfatiza en el hecho de  que: 
 

“(…)el servicio público de transporte se constituye en básico, esencial y es necesaria 
para el desarrollo de la sociedad y para la consecución de los fines del estado, por 
ello, el Estado debe velar porque su prestación se encuentre regulada en normas 
positivas y conforme a los intereses de la comunidad, es decir, se garantice su 
eficiencia, optimización, continuidad, oportunidad y seguridad, sin que ello implique 
que el interés de algunos particulares prime sobre el interés general, pues no se 
debe olvidar que se trata de un servicio de carácter público”. 

 
 
No obstante el análisis certero  en cuanto a la importancia del servicio público de transporte 
y la prevalencia del interés general,  de manera contradictoria, en la providencia se concluye 
manifestando, lo siguiente: 
 

“En este orden de ideas, es palmaria la necesidad e importancia del servicio de 
transporte público que presta la empresa COOINTRACAR en la denominada ruta de la 
salud, pues como lo ha dicho la máxima corporación de lo constitucional, el servicio de 
transporte público es esencial para lograr los fines del Estado, de ahí que se derive su 
enorme importancia en cualquier sociedad, por ende, su prestación debe ser continua e 

                                                 
2 “ARTÍCULO 244. TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA AUTOS. La interposición y decisión del 
recurso de apelación contra autos se sujetará a las siguientes reglas: 
(…) 
2. Si el auto se notifica por estado, el recurso deberá interponerse y sustentarse por escrito dentro de los tres (3) 
días siguientes ante el juez que lo profirió. De la sustentación se dará traslado por Secretaría a los demás sujetos 
procesales por igual término, sin necesidad de auto que así lo ordene. Si ambas partes apelaron los términos serán 
comunes. El juez concederá el recurso en caso de que sea procedente y haya sido sustentado. 
(…)” 
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ininterrumpida, bajo condiciones de eficiencia y calidad, y la administración Distrital debe 
velar para que ello sea así”. 

Sobre este aspecto, llama la atención que no se tuvieron en cuenta importantes  
consideraciones de orden legal que fueron planteadas al pronunciarnos inicialmente sobre la 
solicitud de medida cautelar, tal como se pasará a demostrar: 
 
El artículo 365 de la Constitución Política de Colombia, establece que "Los servicios públicos 
son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán sometidos 
al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, 
por comunidades organizadas, o por particulares".  
 
Que la Ley 105 de 1993 "por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se 
redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones", reconoce que 
EL SERVICIO DE TRANSPORTE ES UN SERVICIO PÚBLICO BAJO LA REGULACIÓN DEL 
ESTADO, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en 
condiciones de calidad, oportunidad y seguridad. 
 
Que conforme a lo dispuesto por el artículo 5 de la Ley 336 de 19963 ibídem, el carácter de 
servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las 
empresas de transporte público, implicará la PRELACIÓN DEL INTERÉS GENERAL SOBRE 
EL PARTICULAR.  
 
El aquo planteó en el auto recurrido,  la importancia de que el interés de algunos 
particulares no prime sobre el interés general pero erró al concluir que es palmaria la 
necesidad e importancia del servicio de transporte público que presta la empresa 
COOINTRACAR en la denominada ruta de la salud pues en últimas al decretarse la medida 
cautelar que nos ocupa, SE DA PRELACIÓN AL INTERÉS PARTICULAR DE UNA EMPRESA 
DE TRANSPORTE, sin entrar a considerar que las autoridades en materia de transporte, en 
este caso, el Alcalde Mayor del Distrito, "serán las encargadas de la organización, vigilancia y 
control de la actividad transportadora dentro de su jurisdicción y ejercerán sus funciones con 
base en los criterios de colaboración y armonía propios de su pertenencia al orden estatal", 
aunado a lo anterior se desconocen aspectos importantes como la eficiencia y calidad en la 
prestación del servicio público de transporte4 pues ciegamente se le ordena al DISTRITO DE 

                                                 
3 ARTÍCULO 5o. El carácter de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la 

operación de las empresas de transporte público, implicará la prelación del interés general sobre el particular, 
especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la protección de los usuarios, conforme a los 
derechos y obligaciones que señale el Reglamento para cada Modo. 
4 Ley 105 de 1993   

 
El artículo 3, numeral 2, establece: 
 

2. EL CARÁCTER DEL SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien ejercerá 
el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y 
seguridad. 
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CARTAGENA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE 
DE CARTAGENA, que de manera provisional expida tarjeta de operación a los buses 
relacionados en la demanda y permita y garantice a la empresa de transporte 
COOINTRACAR seguir prestando el servicio público de transporte en esta ruta, en la 
misma modalidad y bajo las mismas condiciones en que ha venido desarrollando esta 
labor,  ADOPTÁNDOSE UNA DECISIÓN EN ABIERTA CONTRADICCIÓN A LA 
PREVALENCIA DEL INTERÉS GENERAL SOBRE EL PARTICULAR.  
 
 
Se sostiene además en el auto  recurrido: 
 

“(…) las documentales aportadas con la demanda (fl 99-121), permiten concluir que la 
empresa COOINTRACAR ha prestado el servicio de transporte de la denominada RUTA 
DE LA SALUD, por aproximadamente 20 años, bajo el beneplácito de la administración, 
pues es de conocimiento local que la ruta Campestre- Castillo, ha sido la encargada de 
transportar a los cartageneros durante todo este tiempo por esta ruta”. 

 
El juez  ordena conservar es statuo quo de la ruta de la salud o ruta Campestre- Castillo y 
seguir prestando el servicio público de transporte en esta ruta, en la misma modalidad y bajo las 
mismas condiciones en que ha venido supuestamente desarrollando esta labor pero en este 
punto cabe preguntarnos ¿CUÁL ES EL STATUO QUO QUE SE PRETENDE CONSERVAR?  
 
La locución en latín statu quo significa “estado del momento actual” y está relacionado con 
el estado de los hechos o de las cosas, sin embargo en este caso NO EXISTE UN ESTADO 
POR CONSERVAR.  
 
La ruta de la Salud fue una ruta que intento su nacimiento legal con el decreto 2551 de 1994, 

decreto sobre el cual interpusieron los recursos de reposición y fueron decididos mediante las 
resoluciones 292 a 299 de 1995, en las cuales se repone el Decreto 2551 de 1994, lo que 
quiere decir, desde el punto de vista jurídico, que DICHO ACTO ADMINISTRATIVO NUNCA 
NACIÓ A LA VIDA JURÍDICA.   
 
 
 
 
 
El demandante sostiene  que “con la expedición de la resolución 3310 de 1999 que modificó el 
recorrido de las rutas 35, 36 y 37 y adicionó la ruta de la salud, modificando la capacidad 
transportadora y manteniendo incólume lo decidido sobre el número mínimo y máximo de 
busetas, entre 18 y 22 que estableció el derogado decreto 2551 y de 1994; la administración 
Distrital de manera voluntaria asentó que COOINTRACAR siguiera operando esa ruta”. 
 
Desde el punto de vista legal, de acuerdo al artículo 4 del Decreto 1558 de 1998, derogado por 
el decreto 170 de 2001 artículo 7 vigente hoy y compilado en el decreto 1079 de 2015, la 
definición de ruta es la siguiente: Ruta. Entiéndase por ruta para el servicio público de 
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transporte el trayecto comprendido entre un origen y un destino, con un recorrido determinado y 
unas características en cuanto a horarios, frecuencias y demás aspectos operativos. 
 
Dicha definición no se cumple en la resolución 3310 de 1999  que pretende traerse a colación, 
porque no existe ningún recorrido, ni frecuencias horarias, ni origen - destino, ni nada que se le 
parezca que permita dilucidar derechos a favor del demandante en la supuesta “ruta de la 
salud”, por eso no puede tomarse como una ruta legalmente habilitada, tanto es así, que en 
vista de implementación del Sistema Integrado de Transporte Transcaribe, el Distrito cancelo 
todas las Rutas legalmente habilitadas en la Ciudad de Cartagena a todas las Empresas de 
Transporte Colectivo, y por esa razón mediante el Decreto 855 de 2015 se canceló el decreto 
711 de 1990, entre otros, que es el acto administrativo de creación de las rutas legalmente 
habilitadas a la Empresa de Transporte Coointracar, y antes de este acto administrativo, el 
Distrito de Cartagena de Indias Expidió el Decreto 1252 de 2011 y la empresa demandante 
interpuso el recurso de reposición porque en dicho decreto no se tuvo en cuenta la ruta de la 
salud, y la respuesta del Distrito fue que no se podía incluir una ruta que legalmente no existía, 
y la empresa así lo acepto, tanto es así, que el Decreto 1252 de 2011 está vigente y nunca fue 
demandado por esta causa por parte de la Empresa Coointracar y de ninguna de las demás 
Empresas de Transporte colectivo de pasajeros de la Ciudad. 
 
Sostiene  el demandante que ha perdurado en dicha actividad por más de 20 años lo cual no 
obedece a la realidad, guardando silencio acerca de las sanciones que se le han impuesto a la 
empresa y los conductores, precisamente por desviar el recorrido de  vehículos de sus rutas 
legalmente habilitadas, hacia UNA RUTA QUE NO TENÍA NI HA TENIDO HABILITACIÓN 
LEGAL. 
 
También omite 2 respuestas que se le dieron de parte del Departamento Administrativo de 
Tránsito y Transporte mediante los oficios de fecha 10 de julio de 2020 y 12 de julio de 2020: 
 
Mediante OFICIO de fecha 10 de julio de 2020, suscrito por el Doctor AURELIANO RICO 
URREGO Profesional Universitario Código 219 Grado 35 Departamento Administrativo de 
Tránsito y Transporte DATT, en respuesta a su solicitud de informar sobre el recorrido que se 
pensó habilitar en el Decreto 2551 de 1994, se le informó textualmente al Gerente de 
COOINTRACAR, lo siguiente: 
 

“(…) Revisada la información que reposa en el DATT  no se encontró evidencia de que a 
la Empresa de Transportes Coointracar, se le haya adjudicado alguna vez alguna ruta 
con la denominación Campestre por lo cual no se encontró ningún recorrido que pueda 
certificarse como lo solicita” 
 

Mediante OFICIO de fecha 12 de julio de 2020, suscrito por el Doctor AURELIANO RICO 
URREGO Profesional Universitario Código 219 Grado 35 Departamento Administrativo de 
Tránsito y Transporte DATT, en respuesta a su solicitud acerca de las sanciones impuestas a la 
empresa, se le informó textualmente al Gerente de COOINTRACAR, lo siguiente: 
 

“(…) Revisada la información que reposa en el DATT   se encontró evidencia de 39 
comparendos realizados por cambio de recorrido o trazado autorizados a los vehículos 
vinculados a la Empresa de Transporte Coointracar , en los últimos 5 años, vehículos 
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microbuses, buses y busetas de las cuales se desprendieron igual número de 
investigaciones a los conductores y solidariamente responsable la empresa de 
transporte. En igual sentido, como se dijo en respuesta emitida a petición radicado EXT- 
AMC-19-0061253 del 28 de junio de 2019, no se encontró ninguna ruta habilitada a esa 
empresa con la denominación de Campestre por lo tanto no existe comparendos con 
dicha infracción a dicha ruta”  

 
Nótese que la empresa en un acto claro de rebeldía y desobediencia de las normas legales, ha 
desviado el recorrido de  vehículos de sus rutas legalmente habilitadas, pretendiendo ahora que 
a través de una medida cautelar se legitime su proceder ilegal.  

 
Es de anotar que para la Ruta de la Salud NO SE LE HAN EXPEDIDO TARJETAS DE 
OPERACIÓN, toda vez que dicha ruta LEGALMENTE NO SE ENCUENTRA HABILITADA, 
las tarjetas de operación expedidas siempre han sido para las rutas legalmente habilitadas 
como son las rutas:  
 

35 Mandela-sierrita-socorro-centro, que ya no existe desde el año 2017 en que fue 
cancelada;  
36 San Fernando-simón bolívar-centro y  
37 San Fernando-socorro-centro,  

 
Esas son las rutas que el demandante cita  en su demanda, y con la tergiversación de los 
hechos, hace entrar en error al Juzgado, en el sentido de creer que para la ruta de la salud, la 
autoridad le ha expido tarjetas de operación alguna vez, lo cual no es cierto, NO EXISTE 
NINGUNA TARJETA DE OPERACIÓN EXPEDIDA PARA LA RUTA DE LA SALUD, PORQUE 
ESTA NO EXISTE Y NO HA EXISTIDO DESDE EL PUNTO DE VISTA LEGAL. 
 

Si hubiera existido tarjeta de operación, en años anteriores seguramente se hubiera 
incorporado al plenario por la parte demandante pero no lo hizo por la sencilla razón de que 
NUNCA HA EXISTIDO la ruta que pretende legitimar. 
 
Así las cosas no se puede  conservar el statuo quo de una ruta inexistente, cuando LA MEDIDA 
CAUTELAR SE HA DECRETADO, PARTIENDO DE UNA PREMISA ERRADA como lo es que 
supuestamente el DISTRITO DE CARTAGENA ha permitido que de hecho se opere la 
denominada ruta de la salud. 
 
 
En la práctica lo que se ha dado es la persistencia del demandante en infringir las normas, 
precisamente por desviar el recorrido de sus vehículos de sus rutas legalmente 
habilitadas, hacia UNA RUTA QUE NO TENÍA NI HA TENIDO HABILITACIÓN LEGAL. 
 
¿SERÁ CONVENIENTE PARA LA COMUNIDAD CARTAGENA QUE SE PRIVILEGIE Y SE 
IMPONGA LA OBLIGACIÓN DE EXPEDIR TARJETAS DE OPERACIÓN DE UNA RUTA DE 
TRASPORTE A FAVOR DE UN PARTICULAR, SIN EL LLENO DE REQUISITOS LEGALES Y 
SIN JUSTIFICACIÓN LEGAL? 
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En línea con lo anterior, la Ley 769 de 2002 definió la competencia de los alcaldes como 
autoridad de tránsito, otorgando la facultad de intervención en la prestación del servicio de 
transporte. Al respecto, señala el artículo 3, modificado por el artículo 2 de la Ley 1383 de 2010, 
lo siguiente: "ARTÍCULO 3o. AUTORIDADES DE TRÁNSITO. Modificado por el art. 2, Ley 1383 
de 2010. Son autoridades de tránsito en su orden, las siguientes: El Ministerio de Transporte, 
Los Gobernadores y los Alcaldes (...)" 
 
ES FALSA LA EXISTENCIA DE LA RUTA ALEGADA y aun si partiéramos de la hipótesis de 
que se estuviera dando una práctica repetitiva violatoria de la ley, al desviar  las rutas 
asignadas y legales con el objeto de operar una ruta no autorizada, en nuestro ordenamiento 
jurídico la costumbre contra legem no es posible porque la costumbre solo existe si la ley la 
reconoce, y para que una costumbre pueda oponerse legítimamente a una ley tendría que estar 
amparada directamente por la Constitución , lo que no ocurre en ningún caso.  
 

 
El ARTÍCULO 4º DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL establece: 

“ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad 

entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 

constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las 

leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”. 

El artículo 3, numeral 5 de La Ley 105 de 1993, establece: 

 “(…) 

5. DE LAS RUTAS PARA EL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE 

PASAJEROS: 

Entiéndese por ruta para el servicio público de transporte el trayecto comprendido entre 

un origen y un destino, con un recorrido determinado y unas características en cuanto a 

horarios, frecuencias y demás aspectos operativos. 

El otorgamiento de permisos o contratos de concesión a operadores de transporte 

público a particulares no genera derechos especiales, diferentes a los estipulados en 

dichos contratos o permisos. 

(…)” 

<Aparte tachado INEXEQUIBLE> El Gobierno Nacional a través del Ministerio de 

Transporte o sus organismos adscritos, establecerá las condiciones para el 
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otorgamiento de rutas para cada modo de transporte, teniendo en cuenta los estudios 

técnicos que se elaboren con énfasis en las características de la demanda y la oferta”. 

El Juez sostiene que “las documentales aportadas con la demanda (fl 99-121), permiten 
concluir que la empresa COOINTRACAR ha prestado el servicio de transporte de la 
denominada RUTA DE LA SALUD, por aproximadamente 20 años, bajo el beneplácito de la 
administración, pues es de conocimiento local que la ruta Campestre- Castillo, ha sido la 
encargada de transportar a los cartageneros durante todo este tiempo por esta ruta”. 
 
Sobre el particular, si observamos los documentos que obran a folios 99 al 121 del expediente, 
se evidencian unas respuestas a supuestos derechos de petición ante Inspecciones de Policía y 
Juntas de Acción Comunal pero llama poderosamente la atención que ninguna de las peticiones 
aportadas, tiene sello o firma de recibido ante los supuestos destinatarios y las respuestas 
aparentes a las peticiones así como las certificaciones aportadas por las Juntas de Acción 
Comunal obedecen a formatos prácticamente iguales. 
 
Si emanan de Inspecciones diferentes y las certificaciones están expedidas por Juntas de 
Acción Comunal de Barrios completamente diferentes ¿cómo se explica que los formatos 
tengan similitudes  tan evidentes? Adicionalmente en las peticiones dirigidas a las Juntas de 
Acción Comunal, no se evidencia, fecha y  firma de recibido por parte de sus destinatarios. 
 
El juez también cita la resolución No. 0103 del 28 de febrero de 2002, mediante la cual se abre 
investigación a COOINTRACAR por operar por encima de la capacidad máxima establecida, sin 
embargo este documento, no contiene una decisión de fondo por la supuesta infracción 
alegada. 
 
No obstante, lo sostenido por el despacho, resulta desacertado concluir que por el  
conocimiento que el Distrito de Cartagena pueda tener de una práctica irregular de desvío de 
unas rutas, SE LEGITIMEN DERECHOS EN FAVOR DE UN PARTICULAR EN CONTRAVÍA 
DEL INTERÉS GENERAL, muchas más si se considera que existe evidencia que el Distrito no 

ha sido permisivo con esta situación, tal como consta en los comparendos adjuntos a este 
escrito.  
 

El Juez igualmente sostiene que si bien existen las resoluciones 292, 293, 294, 295, 
296, 297, 298 y 299 de 1995, por medio de las cuales se revocó el decreto 2551 de 
1994, aquellos actos administrativos nunca fueron ejecutados por la administración, 
pues como se encuentra acreditado hasta este instante, COOINTRACAR nunca dejó de 
prestar el servicio de transporte en la pluricitada ruta de la salud y la Administración 
Distrital pese a que era conocedora de este hecho, no desplegó las acciones necesarias 
para materializar el contenido de las resoluciones que revocaron la adjudicación, o por lo 
menos no existe prueba que indique lo contrario dentro de la documental que reposa en 
el expediente. En ese orden de ideas, se avizora una apariencia de buen derecho, pues 
con el material probatorio recaudado hasta este instante, se extrae que las resoluciones 
292, 293, 294, 295, 296, 297, 298 y 299 de 1995 han perdido fuerza de ejecutoriedad. 

 
Sobre el particular, se aporta Oficio AMC-OFI-0061698-2020 Cartagena de Indias D.T. y C., de 

fecha  6 de julio de 2020, enviado vía SIGOB por la Subdirectora jurídica del Departamento 
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Administrativo del Tránsito y el informe de fecha 4 de julio de 2020 suscrito por el Doctor 
AURELIANO RICO URREGO Profesional Universitario Código 219 Grado 35 Departamento 
Administrativo de Tránsito y Transporte DATT en el que se evidencia lo siguiente: 
 
No se han expedido tarjetas de operación para la ruta de la salud. 
 
A la empresa de trasportes COOINTRACAR le han iniciado múltiples  actuaciones 
administrativas por la Infracción D15, consistente en “cambio de recorrido o trazado de la ruta 
para vehículo de servicio de trasporte público de pasajeros, autorizados por organismo de 
transito correspondiente” 
 
El peticionario ha realizado solicitudes frente a las cuales se le ha hecho especial énfasis en la 
inexistencia de la ruta mencionada. 
 
Se han realizado las actuaciones administrativas necesarias para impartir cumplimiento a las 
Resoluciones No. 292 a 299 de 1995. 
 
Aportan además los comparendos expedidos en contra de la Empresa Coointracar. 
 
 
Mediante la Ley 1383 de 2010 se modificó la Ley 769 de 2002 en especial el artículo 131 que 
contempla infracciones a las normas de tránsito, adicionando conductas y variando la 
graduación de algunas infracciones; en la necesidad de codificar las conductas que constituyen 
infracciones de tránsito según la Ley 1383 de 2010 y aquellas relacionadas en la Resolución 
17777 de 2002, el Ministerio de Transporte, mediante la  Resolución 3027 de 2010 dispuso 
codificar las infracciones de tránsito.  
 
A la empresa de transportes COOINTRACAR por continuar prestando servicios en las rutas sin 
autorización, desde el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRANSITO Y TRANSPORTE-
DATT, que es el competente en asuntos de tránsito, se ha impuesto múltiples infracciones por 
el cambio de recorrido o trazado de una ruta para un vehículo de servicio de transporte público 
de pasajeros, descrita bajo el código D15, en la Resolución No. 3027 de 2019 expedida por el 
Ministerio de Transporte, así:  

 
Ilustración 1: descripción de la infracción y sanción pecuniaria ver: 

https://serviciosdetransito.com/index.php/infracciones-2 
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Existe una expresa prohibición de prestar servicios de transporte en las rutas sin autorización, 
luego, la Administración Distrital acatando las normas del orden nacional, ha impuesto año tras 
año, sanciones pecuniarias en contra de la empresa de transporte COOINTRACAR, que en la 
actualidad se encuentran en cobro coactivo. De esta forma la Administración Distrital ha 
manifestado su voluntad y ha ejecutado a su vez los actos administrativos objetos de la 
discusión.  
 
Atendiendo lo anterior, no son procedentes los argumentos expuestos en la solicitud de 
excepción de pérdida de ejecutoria  contra las Resoluciones 292, 293, 294, 295, 29, 297, 298 y 
299 de 1995 y como consecuencia de lo anterior, tampoco es procedente la medida cautelar 
impugnada  
 
El aquo planteó en el auto recurrido,  la importancia de que el interés de algunos 
particulares no prime sobre el interés general pero erró al concluir que es palmaria la 
necesidad e importancia del servicio de transporte público que presta la empresa 
COOINTRACAR en la denominada ruta de la salud pues en últimas al decretarse la medida 
cautelar que nos ocupa, se da prelación del interés particular de una empresa de transporte, sin 
entrar a considerar aspectos importantes como la eficiencia y calidad 5 
 
Que atendiendo a lo señalado en el artículo 8 de la Ley 336 de 1996, las autoridades en materia 
de transporte, en este caso, el Alcalde Mayor del Distrito, "serán las encargadas de la 
organización, vigilancia y control de la actividad transportadora dentro de su jurisdicción y 
ejercerán sus funciones con base en los criterios de colaboración y armonía propios de su 
pertenencia al orden estatal".  
 

Los requisitos de procedibilidad de las medidas cautelares están consagrados en el 

artículo 231 del CPACA,  que establece: 

 

“(…) 

ARTÍCULO 231. REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. Cuando se 

pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos 

procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se 

realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 

allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y 

la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 

mismos. 

                                                 
5 Ley 105 de 1993  

 
El artículo 3, numeral 2, establece: 
 

2. EL CARÁCTER DEL SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien ejercerá 
el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y 
seguridad. 
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En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los 

siguientes requisitos: 

 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho o de 

los derechos invocados. 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y 

justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 

resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla. 

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la 

sentencia serían nugatorios. 

(…)” 

 
En el caso en particular que nos ocupa, no se cumplen los requisitos, para que pueda 
decretarse la medida cautelar. No se presentan documentos, informaciones, argumentos y 
justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 
resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla, no se 
causa un perjuicio irremediable, ni mucho menos existen serios motivos para considerar que de 
no otorgarse la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. 
 
Con la solicitud, NO SE APORTA NINGÚN ELEMENTO PROBATORIO que demuestre la 
viabilidad de decretar la medida cautelar y no se realiza ningún análisis o sustento jurídico 
adicional al incorporado en la demanda primigenia.  
 
Ahora bien, no puede desconocerse que en la actualidad se encuentra en operación el Sistema 
Integrado de Transporte Masivo Transcaribe y que conforme a los actos administrativos que 
sucesivamente van dando viabilidad a su funcionamiento, se pretende que sea dicho sistema 
quien abarque toda la operación en el Distrito.  
 
De lo anterior se colige que en el servicio público de transporte, bajo la regulación del Estado 
para la operación de las empresas de transporte público, PREVALECE EL INTERÉS 
GENERAL SOBRE EL PARTICULAR Y NO RESULTA PROCEDENTE POR VÍA DE MEDIDA 
CAUTELAR, la expedición y otorgamiento de RESOLUCIÓN DE ADJUDICACIÓN DE LA 
RUTA Y LAS TARJETAS DE OPERACIÓN pretendidas por la  empresa transportadora 
coointracar. 
 
Las medidas cautelares, son aquellos mecanismos con los cuales el ordenamiento protege, de 
manera provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es 
controvertido en ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege preventivamente 
a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un derecho, con el fin de garantizar que la 
decisión adoptada sea materialmente ejecutada.  
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En cuanto a los criterios de aplicación que debe seguir el juez para la adopción de una medida 
cautelar, como ya se anunció, éste cuenta con un amplio margen de discrecionalidad, si se 
atiende a la redacción de la norma que señala que “podrá decretar las que considere 
necesarias”. No obstante lo anterior, a voces del artículo 229 del CPACA, su decisión estará 
sujeta a lo regulado en dicho Estatuto, previsión que apunta a un criterio de proporcionalidad, si 
se armoniza con lo dispuesto en el artículo 231 ídem, según el cual para que la medida sea 
procedente el demandante debe presentar “documentos, informaciones, argumentos y 
justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 
resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla”  
 
Sobre este asunto, en particular, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta 
Corporación, en providencia de 17 de marzo de 2015 (Expediente núm. 2014-03799, 
Consejera ponente: doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez), señaló: 
  
“[…] La doctrina también se ha ocupado de estudiar, en general, los criterios que deben tenerse 
en cuenta para el decreto de medidas cautelares, los cuales se sintetizan en el fumus boni 
iuris y periculum in mora. El primero, o apariencia de buen derecho, se configura cuando el Juez 
encuentra, luego de una apreciación provisional con base en un conocimiento sumario y juicios 
de verosimilitud o probabilidad, la posible existencia de un derecho. El segundo, o perjuicio de 
la mora, exige la comprobación de un daño ante el transcurso del tiempo y la no satisfacción de 
un derecho […]” 
 
Por su parte, la Sección Tercera, mediante auto de 13 de mayo de 2015 (Expediente núm. 
2015-00022, Consejero ponente: doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa), sostuvo lo 
siguiente: 
  
“[…] Lo anterior quiere significar que el marco de discrecionalidad del Juez no debe entenderse 
como de arbitrariedad, razón por la cual le es exigible a éste la adopción de una decisión 
judicial suficientemente motivada, conforme a los materiales jurídicos vigentes y de acuerdo a la 
realidad fáctica que la hagan comprensible intersubjetivamente para cualquiera de los sujetos 
protagonistas del proceso y, además, que en ella se refleje la pretensión de justicia, razón por la 
cual es dable entender que en el escenario de las medidas cautelares, el Juez se enfrenta a la 
exposición de un razonamiento en donde, además de verificar los elementos tradicionales de 
procedencia de toda cautela, es decir el fumus boni iuris y el periculum in mora, debe proceder 

a un estudio de ponderación y sus sub principios integradores de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad stricto sensu, ya que se trata, antes que nada, de un ejercicio de razonabilidad 
[…] 
 

"(...) La carga de argumentación y probatoria que debe asumir quien solicita la medida cautelar 

garantiza que el Juez tenga suficientes elementos de juicio para emprender esta valoración sin 

tener que desplegar un esfuerzo analítico propio de la fase final del juicio, ni renunciar, ni 

relevarse del examen más profundo que debe preceder a la sentencia”6 

                                                 
6  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, auto del 11 de marzo de 2014, 

Rad. No. 11001 0324 000 2013 00503 00. CP.: Guillermo Vargas Ayala. 
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En el caso en particular, no se demostraron sumariamente los perjuicios causados con el acto 
ficto demandado. 
 
El Decreto de la medida cautelar exige un esfuerzo analítico propio de la fase final del juicio, 
más aun cuando  
 

Así las cosas, en este momento procesal no están dadas las condiciones para decretar la 
medida cautelar, como quiera que debe ser analizado a la luz de las pruebas que se decretarán 
y se practicarán en el curso del proceso, y que a la fecha no reposan en el expediente la 
totalidad de los elementos de juicio, que permitan tener por demostrado los  requisitos para la 
procedencia de la medida cautelar y es un riesgo para la comunidad Cartagenera ordenar al 
DISTRITO DE CARTAGENA y al DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DE CARTAGENA, que de manera provisional expida tarjeta de operación a 
los buses relacionados en la demanda y permita y garantice a la empresa de transporte 
COOINTRACAR seguir prestando el servicio público de transporte en esta ruta, dando DA 
PRELACIÓN AL INTERÉS PARTICULAR DE UNA EMPRESA DE TRANSPORTE, EN 
ABIERTA CONTRADICCIÓN A LA PREVALENCIA DEL INTERÉS GENERAL SOBRE EL 
PARTICULAR y a la eficiencia y calidad en la prestación del servicio público de transporte7.  
 
 
 
 

PRUEBAS  

 
Sin perjuicio de que a través de la página de la rama judicial, puede consultarse el proceso y as 
providencias proferidas dentro del mismo, solicito: 
 
Se OFICIE al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Cartagena  a fin de que informe al 

despacho, si en ese despacho cursa el proceso  con radicado 13001 -33-33-003-2019-00073-
00 en el que se controvierte la legalidad del Decreto 855 de 2015 Por medio de la cual se 
revocan los Decretos 711 de 1990 y 277 de 1992 en virtud de los cuales se otorgó la 
habilitación, permiso o adjudicación de las rutas urbanas a la empresa COOPERATIVA 
INTEGRAL DE TRANSPORTE DE CARTAGENA COOINTRACAR para la prestación del 
servicio de transporte público colectivo"  y el Decreto  No. 0100 del 22 de enero de 2016. 
 

                                                 
7 Ley 105 de 1993   

 
El artículo 3, numeral 2, establece: 
 

2. EL CARÁCTER DEL SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE: 

La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien ejercerá 
el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones de calidad, oportunidad y 
seguridad. 
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Se aporta copia del Decreto 855 de 2015 Por medio de la cual se revocan los Decretos 711 de 
1990 y 277 de 1992 en virtud de los cuales se otorgó la habilitación, permiso o adjudicación de 
las rutas urbanas a la empresa COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE DE 
CARTAGENA COOINTRACAR para la prestación del servicio de transporte público colectivo" 
 
 

PRUEBAS 

 
Oficio AMC-OFI-0061698-2020 Cartagena de Indias D.T. y C., de fecha  6 de julio de 2020, 

enviado vía SIGOB por la Subdirectora jurídica del Departamento Administrativo del Tránsito. 
 
Informe de fecha 4 de julio de 2020 suscrito por el Doctor AURELIANO RICO URREGO 
Profesional Universitario Código 219 Grado 35 Departamento Administrativo de Tránsito y 
Transporte DATT en el que se evidencia lo siguiente: 
 
OFICIO de fecha 10 de julio de 2020, suscrito por el Doctor AURELIANO RICO URREGO 
Profesional Universitario Código 219 Grado 35 Departamento Administrativo de Tránsito y 
Transporte DATT. 
 
OFICIO de fecha 12 de julio de 2020, suscrito por el Doctor AURELIANO RICO URREGO 
Profesional Universitario Código 219 Grado 35 Departamento Administrativo de Tránsito y 
Transporte DATT, en respuesta a su solicitud acerca de las sanciones impuestas a la empresa. 
 
Carpeta digital que contiene los comparendos impuestos a la Empresa Coointracar.  
 
 

NOTIFICACIONES 

 
La entidad demandada y la suscrita recibirán notificaciones personales en el Barrio Centro, 
Plaza de la Aduana, Palacio Municipal, Oficina Asesora Jurídica, Piso 1 de esta Ciudad. 
 
El correo de la suscrita es alexandramuave@gmail.com- 
 
Para dar cumplimiento a la exigencia establecida                                                                                             
en el artículo 175 del CPACA, numeral 7, se indica la dirección electrónica, mediante la cual el 
DISTRITO DE CARTAGENA puede recibir las comunicaciones procesales: 
notificacionesjudicialesadministrativo@cartagena.gov.co. 
 
Atentamente, 
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Cartagena de Indias D.T. y C., lunes, 6 de julio de 2020 
 
Oficio AMC-OFI-0061698-2020 
 
Doctora 
LISSETTE ANGELINA LUGO TRUJILLO 
COORDINADORA DEFENSA JUDICIAL DISTRITO DE CARTAGENA 
E.S.D. 
 
 
REFERENCIA: INFORME MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE COOINTRACAR Vs DISTRITO DE 
CARTAGENA.  
 
Cordial saludo. 
 
En atención a su solicitud, me permito poner en conocimiento en conocimiento 
informe rendido por el doctor AURELIANO RICO URREGO, quien se desempeña 
como P.U. del area de Trasporte del Departamento Administrativo de Tránsito y 
Transporte DATT: 
 
“La ruta de la Salud fue una ruta que intento su nacimiento legal con el decreto 2551 
de 1994, decreto sobre el cual interpusieron los recursos de reposición y fueron 
decididos mediante las resoluciones 292 a 299 de 1995, en las cuales se repone el 
Decreto 2551 de 1994, lo que quiere decir, desde el punto de vista jurídico, que 
dicho acto administrativo nunca nació a la vida jurídica. Parte el Juzgado de una 
premisa equivocada al decir que los decretos 711 de 1990 y 2551 de 1994 fueron 
revocados por las resoluciones 292 a 299 de 1995, y argumento que es equivocada 
esta interpretación, porque dichas resoluciones nunca tocan el decreto 711 de 1990, 
solo hacen relación al Decreto 2551 de 1994 y no lo revocan sino que lo reponen 
como decisión de recursos de reposición interpuestos en contra del acto 
administrativo, que desde el punto de vista jurídico, son dos actos diferentes, porque 
la revocatoria se predica de los actos administrativos en firme, mas no de los actos 
que no han nacido a la vida jurídica, como es el caso del decreto 2551 de 1994. 
 
Calla convenientemente el demandante a cerca de las 39 sanciones que se le han 
impuesto a la empresa y los conductores, que son sus empleados, en los últimos 5 
años, precisamente por desviar el recorrido de sus vehículos de sus rutas 
legalmente habilitadas, hacia una ruta que no tenía ni ha tenido habilitación legal. 
 
También omite 2 respuestas que se le dieron de parte del Departamento 
Administrativo de Tránsito y Transporte mediante los oficios Radicados: AMC-OFI-
0096263-2019, en la cual solicito que se le informara sobre el recorrido que se 
pensó habilitar en el Decreto 2551 de 1994 y AMC.OFI-00061265-2019 en la cual 
pregunto por las sanciones impuestas a la empresa por prestar el servicio en esta 
ruta y se respondió que se le han impuesto 39 sanciones a la empresa. Me parece 
que si no se omiten estas respuestas el Juzgado no hubiera tomado la decisión en 
el sentido que la tomó. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 
 
Es de anotar que para la Ruta de la Salud no se le han expedido tarjetas de 
operación, toda vez que dicha ruta legalmente no se encuentra habilitada, las 
tarjetas de operación expedidas siempre han sido para las rutas legalmente 
habilitadas como son las rutas: 35 Mandela-sierrita-socorro-centro, que ya no existe 
desde el año 2017 en que fue cancelada; 36 san Fernando-simón bolívar-centro y 
37 san Fernando-socorro-centro, y esas son las que el demandante presenta en su 
demanda, y con la tergiversación de los hechos, hace entrar en error al Juzgado, en 
el sentido de creer que para dicha ruta la autoridad le ha expido tarjetas de 
operación alguna vez, lo cual no es cierto, no existe ninguna tarjeta de operación 
expedida para la ruta de la Salud, porque esta no existe y no ha existido desde el 
punto de vista legal. 
 
El demandante argumenta que por medio de la resolución 3310 de 1999, por medio 
de la cual se modificaron los recorridos de las rutas 35 Mandela-sierrita-socorro-
centro, 36 san Fernando-simón bolívar-centro y 37 san Fernando-socorro-centro, 
adjudicadas mediante el Decreto 711 de 1990, en su artículo final incluyeron la ruta 
de la salud, con una capacidad de 18 vehículos mínimo y 22 vehículos máximo, 
queriendo decir con esto que la ruta si está legalmente habilitada, lo cual es un error 
de marca mayor, porque se debía seguir lo estipulado en los artículos 9 al 20 de 
Decreto 1558 de 1998, lo cual no se observa en la resolución 3310 de 1990, tanto 
que el título de dicha resolución es por medio de la cual se modifica el recorrido de 
las rutas 35,36 y 37 adjudicadas a COOINTRACAR Ltda y se incrementa la 
Capacidad Transportadora, y el contenido va encaminado a ese objetivo, excepto 
por la línea en donde dice lo de la ruta de la salud. 
 
Desde el punto de vista legal, de acuerdo al artículo 4 del Decreto 1558 de 1998, 
derogado por el decreto 170 de 2001 artículo 7 vigente hoy y compilado en el 
decreto 1079 de 2015, la definición de ruta es la siguiente: Ruta. Entiéndase por 
ruta para el servicio público de transporte el trayecto comprendido entre un origen y 
un destino, con un recorrido determinado y unas características en cuanto a 
horarios, frecuencias y demás aspectos operativos. 
 
Dicha definición no se cumple en la resolución 3310 de 1999, porque no existe 
ningún recorrido, ni frecuencias horarias, ni origen - destino, ni nada que se le 
parezca, por eso no puede tomarse como una ruta legalmente habilitada, tanto es 
así, que en vista de implementación del Sistema Integrado de Transporte 
Transcaribe, el Distrito cancelo todas las Rutas legalmente habilitadas en la Ciudad 
de Cartagena a todas las Empresas de Transporte Colectivo, y por esa razón 
mediante el Decreto 855 de 2015 se canceló el decreto 711 de 1990, entre otros, 
que es el acto administrativo de creación de las rutas legalmente habilitadas a la 
Empresa de Transporte Coointracar, y antes de este acto administrativo, el Distrito 
de Cartagena de Indias Expidió el Decreto 1252 de 2011 y la empresa demandante 
interpuso el recurso de reposición porque en dicho decreto no se tuvo en cuenta la 
ruta de la salud, y la respuesta del Distrito fue que no se podía incluir una ruta que 
legalmente no existía, y la empresa así lo acepto, tanto es así, que el Decreto 1252 
de 2011 está vigente y nunca fue objeto de demanda de nulidad y restablecimiento 
de derecho por esta causa de parte de la Empresa Coointracar y de ninguna de las 
demás Empresas de Transporte colectivo de pasajeros de la Ciudad. 
 
Es de anotar que la Empresa demandante no le apetece cumplir las normas legales, 
debido a que se le han impuesto 39 sanciones de multas e inmovilizaciones de 
vehículos por esta causa en los últimos 5 años, se le he hecho conocer por escrito 
de la inexistencia legal de dicha ruta, pero la empresa en un acto claro de rebeldía 
y desobediencia de las normas legales, ha seguido prestando el servicio de forma 
ilegal, aprovechandose de las deficiencias administrativas y operativas con que ha 
contado la Administración distrital en este materia y muchas otras. 
 
 
 
 



 

 

 
 
 
 
 
 
La intención del Distrito de Cartagena de Indias ha sido que la comunidad tenga un 
transporte de pasajeros eficiente, seguro y sobre todo LEGAL, y ha hecho todo lo 
que ha estado a su alcance, pero también se necesita que los ciudadanos acaten 
las normas legales y las directrices de la autoridad, lo que no ha ocurrido con la 
empresa demandante, y en vista de todo este sistema de transporte obsoleto el 
Distrito se encuentra en la Implementación de un sistema Nuevo de transporte como 
lo es el Sistema Integrado de Transporte Masivo Transcaribe, que reemplazará todo 
el transporte colectivo de la ciudad, y las acciones presentadas por el demandante 
son dirigidas y con un objetivo de desestabilizar el Transporte de la Ciudad y que 
ella no desaparezca como está programado, hasta en documentos conpes del 
Gobierno Nacional, toda vez que la nación es socia del Distrito en el Sistema 
Integrado de Transporte Masivo Transcaribe, y al parecer lo está logrando 
alcanzando que los Jueces de La República emitan decisiones como esta…” 
 
De igual manera le informo que desde el mismo día en que fue notificada la medida 
cautelar, se ha mantenido comunicación directa con la apoderada del Distrito, 
doctora Alexandra Muñoz, a quien se le ha suministrado, vía correo electrónico, 
además del informe antes transcrito listado de ordenes de comparendos por la 
infracción D15 impuestas a la empresa demandante, copia de las mencionadas 
ordenes de comparendo y resoluciones sancionatorias. 
 
Cualquier información adicional con gusto será atendida. 
 
Respetuosamente, 
 
 
MYRIAM CECILIA SOLÓRZANO ESCOBAR 
Subdirectora Técnica Jurídica DATT 
 
YCY 
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Juzgado 08 Administrativo - Bolivar - Cartagena

De: Alexandra Muñoz Avendaño <alexandramuave@gmail.com>
Enviado el: martes, 7 de julio de 2020 9:49 p. m.
Para: Juzgado 08 Administrativo - Bolivar - Cartagena
Asunto: 13-001-33-33-008-2020-00024-00 MEMORIAL CON ACLARACIONES Y REMISORIO DE 

COMPILACIÓN DE ARCHIVOS
Datos adjuntos: 13-001-33-33-008-2020-00024-00 - COOINTRACAR MEMORIAL ACLARATORIO Y REMISORIO 

COMPARENDOS.pdf

Cartagena de Indias, 7 de julio de 2020 
  
Señor 
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 
La Ciudad 
  
Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicado 

13-001-33-33-008-2020-00024-00 
Demandante 

COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE DE 

CARTAGENA-COOINTRACAR 
Demandado 

DISTRITO DE CARTAGENA 
  
  
ALEXANDRA MUÑOZ AVENDAÑO, mayor de edad,  identificada  civil  y profesionalmente como
aparece al pie de mi firma, domiciliada y residente en Cartagena (Bol), actuando en mi condición de
apoderada  especial del DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS, por medio
del presente documento, me permito manifestarles  que en el día de hoy, dentro de la oportunidad
procesal correspondiente, INTERPUSE RECURSO DE APELACIÓN  contra el auto de fecha 13 de
marzo del 2020, remitiendo por correo electrónico el escrito de apelación con sus anexos y en otro
archivo digital  LOS COMPARENDOS IMPUESTOS A LA EMPRESA COOINTRACAR (52 archivos en
una carpeta de Win RAR ZIP). 
  
No obstante, en aras de facilitar el acceso y la lectura de la información, ME PERMITO REMITIR
MEMORIAL ACLARATORIO Y REMISORIO DE LA COMPILACIÓN  EN UN ÚNICO ARCHIVO DE LOS 
COMPARENDOS CITADOS (LOS 52 ARCHIVOS QUEDARON COMPILADOS  EN FORMATO PDF). 
 
ADJUNTO: 
Memorial mediante el cual se realizan aclaraciones  y se remiten compilados en un único archivo  los 
comparendos impuestos a la Empresa Coointracar para un total de 54 folios. 
 
  
ALEXANDRA MUÑOZ AVENDAÑO 
C.C. Nº 22.803.986 de Cartagena (Bol) 
T.P. 136287 del C.S.J 
  



 

 
ALEXANDRA MUÑOZ AVENDAÑO 

ABOGADA ESPECIALISTA EN SEGURIDAD SOCIAL U.D.C 

 
Pie de la Popa, Calle 30 Nº 18 A 208 

 alexandramuave@hotmail.com 
Teléfono Celular: 3008104811  

Cartagena - Colombia 
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Cartagena de Indias, 7 de julio de 2020 
 
 
Señor 
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

La Ciudad 
 
 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicado 
13-001-33-33-008-2020-00024-00 

Demandante 
COOPERATIVA INTEGRAL DE TRANSPORTE DE 

CARTAGENA-COOINTRACAR 

Demandado 
DISTRITO DE CARTAGENA 

 
 
ALEXANDRA MUÑOZ AVENDAÑO, mayor de edad,  identificada  civil  y profesionalmente 
como aparece al pie de mi firma, domiciliada y residente en Cartagena (Bol), actuando en mi 
condición de apoderada  especial del DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA 
DE INDIAS, por medio del presente documento, me permito manifestarles  que en el día de hoy, 
dentro de la oportunidad procesal correspondiente, INTERPUSE RECURSO DE APELACIÓN  
contra el auto de fecha 13 de marzo del 2020, remitiendo por correo electrónico el escrito de 
apelación con sus anexos y en un archivo digital separado LOS COMPARENDOS IMPUESTOS 
A LA EMPRESA COOINTRACAR (52 archivos en una carpeta de Win RAR ZIP). 
 
No obstante, en aras de facilitar el acceso y la lectura de la información, ME 
PERMITO ADJUNTAR AL PRESENTE MEMORIAL, COMPILADOS EN UN ÚNICO ARCHIVO, 
LOS COMPARENDOS CITADOS,  EN FORMATO PDF PARA UN TOTAL DE 52 FOLIOS. 
 
Por otra parte, me permito aclararles que  al momento de cambiar el formato del memorial de 
apelación a PDF y compilar la información para el envío del recurso, por un error involuntario 
digitalicé un archivo que no contenía las últimas modificaciones realizadas en el memorial de 
apelación, en la parte final, así: 
  

1. El párrafo final en el que “solicito  se remita el expediente  al Tribunal 
Administrativo de Bolívar para efectos de que se surta la apelación del auto de 
fecha 13 de marzo del 2020  y se revoque por el superior la medida cautelar 
decretada”, no quedó dentro de la digitalización aunque con el contenido del memorial y 
de acuerdo a las normas vigentes se sobre entiende que debe darse el trámite 
correspondiente al recurso. 
 

2. El primer acápite de “PRUEBAS”  en el que se solicita oficiar al Juzgado Tercero 
Administrativo y se relaciona como anexo el Decreto 855 de 2015  por economía 
procesal solicito se haga caso omiso a estas solicitudes toda vez que el proceso que 
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cursa en el Juzgado Tercero Administrativo puede consultarse en la página web de la 
rama judicial y el decreto 855 de 2015  ya reposa en el plenario. 

 
3. La copia del Decreto 1252 de 2011 fue debidamente digitalizada como anexo al 

recurso de apelación presentado el día de hoy pero se omitió relacionarla en el acápite 
de “PRUEBAS”. 

 
Estas  aclaraciones se encuentran implícitas en mi recurso y no  envuelven modificaciones de 
fondo. 
 
Solicito que este memorial se remita igualmente al Tribunal Administrativo de Bolívar a fin  de 
que se tengan en cuenta las aclaraciones citadas y  se facilite la lectura de la información de 
los comparendos impuestos a la Empresa Coointracar. 
 
 
 
 
 
Atentamente, 
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